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Resumen
La investigación realizada tiene el propósito de analizar, a través de la situación 
generada por la Sentencia stc1 4279 del 2025 de la Corte Suprema de Justicia 
en su Sala de Casación Civil y posterior stp 636-2026 de la Corte Suprema de 
Justicia en su Sala de Casación Penal, si se afecta la figura de ineficacia con 
la unificación de acciones para atacar decisiones sociales bajo la tesis de la 
“acción única” de impugnación de decisiones legales, teniendo en cuenta el 
cambio sustancial en su término, la naturaleza de la sanciones y sus posibles 
consecuencias. La investigación se realizó a través del análisis conceptual del 
negocio jurídico y sus vicios para posteriormente poder adentrarse en el estu-
dio jurisprudencial de la materia, comprender las posturas de la superinten-
dencia y la Corte Suprema de Justicia y finalmente sentar una postura desde la 
desintencionada desnaturalización de la figura de la ineficacia.

Palabras clave: ineficacia de pleno derecho, desnaturalización, acción de 
impugnación, nulidad, decisiones sociales, seguridad jurídica.
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Abstract
The research realized is with the purpose of analyze, through generated situa-
tion genfrom rulings stc14279-2025 of Corte Suprema de Justicia - Sala de 
Casación Civil and stp636-2026 Corte Suprema de Justicia - Sala de Casación 
Penal, if the doctrine of ineffectiveness is compromised by the unification of 
legal actions under the "single action" thesis for challenging corporate deci-
sions. This assessment considers substantial changes to statutes of limitations, 
the nature of legal sanctions, and their potential consequences.

The study was conducted through a conceptual analysis of the legal business 
and its vices and later be able to go into an in-depth jurisprudential review, to 
contrast the standing positions of the Superintendencia de Sociedades and the 
Corte Suprema de Justicia and finally take a stance regarding the unintentional 
denaturing of ineffectiveness.

Key words: Null and void, denaturing, legal challenge, nullity, corporate deci-
sions, legal certainty.
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Introducción
En el derecho comercial, las decisiones tomadas por los órganos sociales son el 
método en el que los socios emanan su voluntad para establecer el funciona-
miento empresarial, dichas decisiones deben ser conforme a la ley, tal y como 
indica Bernal (1988)

Si al tomar una decisión no se atienden la ley, el contrato, la equidad y 
los principios generales del derecho, no podrá mantenerse su firmeza 
por desatención a la indispensable superioridad jerárquica de las nor-
mas y principios generales sobre la voluntad particular. 

Por lo consagrado en los artículos 190 y 191 del Código de Comercio y en el 
artículo 382 del Código General del Proceso (cgp) se encuentra un mecanismo 
designado para impugnar dichas decisiones contra legem. Si bien el legislador 
en dicho artículo distingue diferentes figuras, siendo estas la ineficacia (por 
vicios de quórum o convocatoria), nulidad absoluta (por mayorías insuficientes 
o extralimitación del contrato) y la inoponibilidad (para decisiones sin carácter 
general frente a socios ausentes) operan, recientemente, bajo la única acción 
de impugnación de decisiones legales.

Anteriormente, había una postura pacífica, sostenida por la justicia arbitral y 
la propia Delegatura de Procedimientos Mercantiles de la Superintendencia 
de Sociedades, que contemplaba una acción particular para controvertir cada 
sanción, es decir, la ineficacia a través de la acción de reconocimiento de pre-
supuestos de ineficacia; la inoponibilidad a través de la acción de inoponibilidad 
de decisiones sociales; la nulidad absoluta a través de la impugnación de deci-
siones y la inexistencia a través de acción de inexistencia de decisiones sociales. 
Dicha postura tuvo un cambio radical suscitado por la pauta legal número 4, 
emitida por la Superintendencia de Sociedades desde su vertiente administra-
tiva, que contempla que todas las sanciones deberían ser controvertidas úni-
camente por la acción de impugnación de decisiones sociales, como se había 
enunciado inicialmente, ocasionando así una disparidad entre las sentencias de 
primera instancia y segunda instancia.

Ante este escenario, la Corte Suprema de Justicia, mediante la sentencia stc 
14279-2025, determinó que cualquier pretensión dirigida contra la voluntad 
social debe interponerse a través del mecanismo de impugnación estipulado en 
los artículos 190 y 191 del Código de Comercio y el artículo 382 del cgp) el cual 
está sujeto a un término de caducidad de solo dos meses.
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La controversia actual en torno a este tema suscita interrogantes con respecto a 
la figura de la ineficacia de pleno derecho, por lo cual, la presente investigación 
plantea el siguiente interrogante: ¿de qué manera se afecta la figura de la inefica-
cia con la unificación del término de caducidad de dos meses para atacar decisio-
nes sociales bajo la tesis de la “acción única” de la Corte Suprema de Justicia?

El propósito de esta investigación es analizar las consecuencias de la absorción 
de la acción de reconocimiento de presupuestos de ineficacia dentro del régi-
men procesal de la impugnación societaria en Colombia, independientemente 
de su función como excepción de mérito. Para lo anterior se propone como 
tesis que la unificación del término de caducidad en dos meses, si bien es con 
el propósito de ofrecer una pronta seguridad jurídica y celeridad al tráfico mer-
cantil, desnaturaliza la ineficacia de pleno derecho al transformarla de una san-
ción de operación automática a una carga procesal dependiente de la diligencia 
del afectado, lo cual subvierte los principios de la sanción ipso iure y debilita la 
tutela de las minorías no convocadas a la toma de la decisión.

La metodología utilizada emplea un análisis conceptual de los códigos, de sen-
tencias y doctrina de tratadistas nacionales especializados en derecho comer-
cial y societario.

La seguridad jurídica  
y la unificación de criterios  
en Colombia
Para analizar la legitimidad en la unificación del término de caducidad, es 
menester acudir a la jurisprudencia de la Corte Constitucional acerca de los 
límites a la libertad de configuración del legislador y el alcance de la seguridad 
jurídica. La Corte Constitucional en el año 2012 con la sentencia C-250 define la 
seguridad jurídica como un principio que garantiza la certeza sobre las normas 
aplicables y la estabilidad de las situaciones configuradas bajo su amparo. Adi-
cionalmente, la Corte indica que este principio no puede invocarse de manera 
autónoma para desconocer la jerarquía normativa o la efectividad de los dere-
chos fundamentales.

Asimismo, en la Sentencia su-072 del 2018 de la Corte Constitucional resalta 
que la unificación de la jurisprudencia por los órganos de cierre (Corte Consti-
tucional, Consejo de Estado o Corte Suprema de Justicia) es vital para asegurar 
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que casos idénticos reciban el mismo trato, se garantice la igualdad ante la ley 
y así exista una uniformidad en las decisiones. Por lo tanto, la homogeneidad 
jurisprudencial es un procedimiento necesario para proteger la confianza de los 
ciudadanos y su certeza del correcto funcionamiento del aparato jurisdiccional.

A pesar de lo expuesto a través de la sentencias stc14279-2025 y stp636-2026 
de la Corte Suprema de Justicia, estas, aunque han fallado en igual sentido, 
no cumplen con lo requerido para constituir un precedente vertical y tam-
poco contienen la fuerza erga omnes que distinguen los pronunciamientos del 
órgano de cierre en sede de unificación. Sin embargo, esta postura, funda-
mentada en el término contemplado en los artículos 190 y 191 del Código 
de Comercio, ha continuado en decisiones posteriores, generando una línea 
jurisprudencial que la superintendencia de sociedades, al menos desde una de 
sus sedes, ha acogido. Dicha postura está desconociendo la “igualdad material” 
del accionista minoritario —que se encuentra en una situación de inferioridad 
informativa con respecto a otros— en favor de una “igualdad formal” de térmi-
nos procesales.

Bajo la luz de la Sentencia C-836 del 2001 de la Corte Constitucional acerca de la 
doctrina probable, se establece que, si bien la Corte Suprema tiene el deber de 
unificar el sentido de las decisiones, los jueces pueden apartarse del precedente 
y de la doctrina de la Corte, siempre que sea argumentado de manera suficiente. 
No obstante, el principio de confianza legítima protege a los ciudadanos para que 
no sean sorprendidos por cambios en la interpretación de las normas por parte 
de los operadores jurídicos. En este escenario, se transforma el término de exi-
gibilidad de 5 años a 2 meses, sin un régimen de transición, sin ponderación del 
derecho de defensa del asociado en balanza a una seguridad jurídica, lo cual trae 
como consecuencia una ruptura del principio de confianza legítima.

Por consiguiente, el principio de seguridad jurídica no puede ser empleado 
de manera tan restrictiva, ni encaminado a proteger únicamente el funciona-
miento de las sociedades, sino que debe ir más allá y establecer un equilibrio 
que no desconozca la igualdad material que vive un socio minoritario.

El negocio jurídico y sus 
sanciones
Antes de iniciar una conceptualización y un análisis de las características del 
negocio jurídico es importante mencionar el principio de complementariedad 
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del que goza el Código de Comercio contemplado en sus artículos 2 y 822. Este 
principio genera una ventana para que los principios del derecho civil sean 
implementados en lo mercantil, salvo estipulación contraria y respetando aque-
llos límites propios de la autonomía de la voluntad en balance con el objetivo 
máximo de conservación del contrato.

La escuela judicial Rodrigo Lara Bonilla define el negocio jurídico como aquel 
acto con una declaración legítima de voluntad exteriorizada y orientada a 
producir efectos jurídicos, entre ellos, el efecto de involucrar la doctrina del 
supuesto de hecho y consecuencia jurídica; su fundamentación legal se encuen-
tra consignada en el artículo 1602 del Código Civil. Por lo tanto, de acuerdo con 
el artículo 1501 del código civil, cuenta con tres elementos: 

•	 Los esenciales: en su ausencia peligra su existencia y validez, tales como la 
manifestación de la voluntad, la capacidad, el objeto y causa. 

•	 Naturales: los establecidos por la ley aun cuando las partes omitan o no 
deseen eliminarlos. 

•	 Accidentales: aquellos que surgen cuando las partes así lo desean como el 
modo, condición o plazo.

Con base en lo expuesto, es pertinente mencionar que, si bien el negocio 
jurídico es originado por la autonomía de la voluntad de las partes, esta como 
se dijo anteriormente, cuenta con los límites generales del orden público, las 
buenas costumbres y la ley, tal como lo expone el legislador en la Sentencia 
C-934 del 2013. Por lo tanto, y para limitar la operación del negocio jurídico a 
ese marco de legalidad, existen las sanciones al negocio jurídico, las cuales el 
código de comercio aborda de la siguiente manera.

Ineficacia
Según el artículo 897 del Código de Comercio, la ineficacia de pleno derecho 
se entiende como “Cuando en este Código se exprese que un acto no pro-
duce efectos, se entenderá que es ineficaz de pleno derecho, sin necesidad de 
declaración judicial”. Dicha sanción cuenta con unos matices específicos como, 
en primer lugar, la necesidad de que el ordenamiento prevea los escenarios 
donde dicha sanción se aplica y, además, como su nombre indica, no requiere 
ser declarada judicialmente, sino que con la mera transgresión de la ley entra a 
operar de manera automática.
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Inexistencia
El artículo 898 del Código de Comercio establece que “Será inexistente el nego-
cio jurídico cuando se haya celebrado sin las solemnidades sustanciales que la 
ley exija para su formación, en razón del acto o contrato y cuando falte alguno 
de sus elementos esenciales”. Para entender mejor la consecuencia que implica 
el incumplimiento de solemnidades, Hernando Uribe Vargas en su reflexión 
titulada “La ineficacia del negocio jurídico en el derecho privado colombiano” 
lo explica con una analogía sencilla, pero concreta:

Imaginemos una receta culinaria de un plato denominado Arroz Criollo 
en la que su autor determina unos ingredientes básicos (esenciales) sin 
los cuales es imposible lograr el plato deseado. Será necesario obtener 
los ingredientes en las cantidades y formas señaladas en la receta. Cual-
quier inexactitud en la clase de ingrediente o en la cantidad del mismo 
arrojará como resultado un plato diferente. En otras palabras, para que 
el Arroz Criollo realmente exista, sus elementos esenciales deben estar 
presentes, sin ellos este no existe. Lo contrario será un plato de comida, 
con cualquier denominación distinta al inicialmente querido, pues si no 
está su esencia, el plato será inexistente. (Uribe Vargas, 2010)

A través de este ejemplo, se pueden pensar los tecnicismos propios de la inexis-
tencia como una situación de causa efecto; como en una receta, si se omite un 
ingrediente no solo se afecta el sabor, sino también los elementos constitutivos 
del plato como tal. De la misma manera, la falta de una solemnidad impide que 
el negocio nazca a la vida jurídica.

Nulidad absoluta
El artículo 899 del Código de Comercio manifiesta que “será nulo absoluta-
mente el negocio jurídico en los siguientes casos: cuando contraría una norma 
imperativa, salvo que la ley disponga otra cosa; cuando tenga causa u objeto ilí-
citos), y cuando se haya celebrado por persona absolutamente incapaz”. Debido 
a dicha gravedad en su origen, se busca retrotraer las cosas al estado anterior; 
es decir, conforme a la Sentencia C-597/98 y el artículo 1742 del Código Civil, 
puede ser declarada de oficio cuando es evidente. En otras palabras, la nulidad 
absoluta se asemeja a un negocio que nació a la vida jurídica, pero que está 
“enfermo”, sin embargo, dicha enfermedad, en algunos casos, puede sanearse 
con el paso del tiempo.
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La siguiente tabla permite comprender de manera más sencilla la rivalidad 
entre la inexistencia y la nulidad del negocio jurídico.

Tabla 1

Nulidad absoluta Inexistencia

Produce efectos antes de que se 
declare su nulidad

Al carecer de los elementos esenciales para su 
formación, no logra nacer a la vida jurídica y por 
lo tanto, no produce efecto alguno

Debe ser decretada judicialmente Opera de manera automática

La sentencia destruye el acto La sentencia constata que no hubo acto

Fuente: elaboración propia con base en Uribe Vargas (2010).

Nulidad relativa o anulabilidad
El artículo 900 del Código de Comercio manifiesta que

Será anulable el negocio jurídico celebrado por persona relativamente 
incapaz y el que haya sido consentido por error, fuerza o dolo, conforme 
al Código Civil.

Esta acción sólo podrá ejercitarse por la persona en cuyo favor se haya 
establecido o por sus herederos, y prescribirá en el término de dos años, 
contados a partir de la fecha del negocio jurídico respectivo. Cuando la 
nulidad provenga de una incapacidad legal, se contará el bienio desde el 
día en que ésta haya cesado.

Esta sanción, a diferencia de las demás, protege la parte que soportó un vicio, 
generando un equilibrio y protección a este y sus intereses.

La Inoponibilidad
En el artículo 901 del Código de Comercio se establece que el negocio jurí-
dico celebrado sin cumplir con los requisitos de publicidad que la ley exija será 
inoponible a terceros. Esto quiere decir que la validez del acto estará limitada a 
las partes, pero no producirá efectos a terceros si no se cumple el requisito de 
publicidad exigido por ley; esto, con el propósito de proteger a los que desco-
nocían esta norma y valorando la confianza razonable de los terceros de buena 
fe (csj, sc9184-2017).
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La desnaturalización de la 
sanción de ineficacia en las 
sentencias stc14279-2025 y 
stp636-2026
La ineficacia de pleno derecho con todos sus matices, como se explicó ante-
riormente, aplica ope legis. En este sentido, las sentencias stc14279-2025 y 
stp636-2026 generan un precedente controversial, al enturbiar las diferencias 
entre la ineficacia y la nulidad. Por lo tanto, es necesario analizar cómo este 
cambio y sus consecuencias se ven reflejados en cómo los órganos sociales 
toman decisiones. La corte dicta una sentencia de tutela en la que confirma la 
decisión emitida en segunda instancia por la Sala Civil del Tribunal Superior del 
Distrito Judicial de Bogotá. La razón de lo anterior se basa en que los presu-
puestos alegados por los accionantes eran erróneos; estos se referían a que el 
tribunal se había apartado del precedente jurisprudencial y de oficios emitidos 
por la Superintendencia de Sociedades con respecto a la caducidad del recono-
cimiento de los presupuestos de ineficacia de las decisiones de la asamblea de 
accionistas en consonancia con el artículo 235 de la Ley 222 de 1995:

el proceso judicial dispuesto por la ley mercantil y procesal para perse-
guir pretensiones tanto de nulidad, como de inoponibilidad o reco-
nocimiento de supuestos de ineficacia es la impugnación de actos de 
asamblea consagrado en los artículos 191 del Código de Comercio y 382 
del Código General del Proceso. (csj, 2025)

Lo anterior implica que el término de caducidad correcto es de 2 meses, con-
tados a partir de la reunión en la que se adoptan las decisiones controvertidas 
o si deben ser inscritas en el registro mercantil contados a partir de su ins-
cripción, según lo estipulado en el artículo 382 del código general del proceso 
y no de 5 años ,como en un proceso de reconocimiento de presupuestos de 
ineficacia.

Esto se debe a que la corte determinó que la decisión del tribunal y su interpre-
tación no habían vulnerado derechos, ya que se respalda en que la acción de 
impugnación de actos de asamblea, al igual que el reconocimiento de presu-
puestos de ineficacia, buscan controvertir una decisión tomada por un órgano 
social. De igual forma, la seguridad jurídica y la celeridad mercantil se ven ame-
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nazadas por controversias sobre la validez de decisiones años después y, por lo 
tanto, la decisión tomada fue razonable y fundamentada.

La Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia con la sentencia 
stp636-2026 declaró improcedente la tutela promovida contra la sala civil de 
la misma entidad por la presunta violación del derecho al debido proceso, la 
seguridad jurídica y la igualdad, argumentando que al ser contra una decisión 
de tutela anterior no procede por la cosa juzgada institucional. Sin embargo, 
superando el análisis de dichos obstáculos, la sala determinó que la decisión 
controvertida era razonable, lo cual es otro fallo que se suma a la tesis de la 
acción de impugnación de decisiones de asamblea con el término de dos meses 
como el adecuado sin importar el distintivo de ineficacia, nulidad o inoponibi-
lidad expuesto en los primeros capítulos, lo que privilegia una interpretación 
conceptualmente desnaturalizada sobre la naturaleza sustantiva del derecho 
comercial.

En consecuencia, se entiende que es necesaria una sentencia para que un acto 
ineficaz sea considerado como tal, lo cual desconoce la naturaleza automática 
propia de esta. Esto, además, abre una nueva disputa, puesto que, aunque 
la ineficacia nunca genera efectos, la nulidad sí los genera, pero si al tratar la 
ineficacia como una nulidad se requiere una sentencia ¿qué sucederá con lo 
ocurrido hasta que se dé la sentencia? Si se emplea este argumento (la segu-
ridad jurídica de manera restrictiva con el objetivo de garantizar estabilidad 
empresarial) en un intento por apagar la controversia y alcanzar la armoniza-
ción, se desnaturalizan los componentes de ineficacia, nulidad e inoponibilidad 
al integrarlos bajo la acción única de impugnación de decisiones sociales.

Si bien el término de 2 meses lo consideran pertinente para la impugnación 
de decisiones sociales con el fin de promover la celeridad mercantil y proteger 
la estabilidad empresarial, lo cierto es que resulta más perjudicial que bene-
ficioso. Por una parte, la ahora restrictiva legitimidad por activa, establecida 
en el artículo 190 del Código de Comercio, es mucho más restrictiva que la 
prevista anteriormente para los terceros interesados, quienes antes estaban 
facultados en la acción de reconocimiento de presupuestos de ineficacia, para 
lo cual bastaba acreditar un interés jurídico. Esto limita uno de los mecanismos 
de defensa de terceros para la protección de sus derechos.

Por otra parte, otra situación que se presenta es cuando los actos no están 
sujetos a ser inscritos en el registro mercantil y los accionistas no ejercen un 
continuo derecho de inspección, sino hasta que haya una reunión ordinaria, no 
se van a enterar de dicha toma de decisiones transcurridos seguramente más 
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de 2 meses, por lo tanto, quedan sin un mecanismo para controvertir dichas 
decisiones.

Por lo tanto, la corte, al intentar armonizar los mecanismos para controvertir 
la toma decisiones sociales bajo la seguridad jurídica y la protección al veloz 
curso de la actividades mercantiles, está logrando generar, sin intención, un 
desequilibrio ocasionado por la desprotección de los accionistas, tanto por su 
falta de legitimidad como por el ahora corto término de la acción señalada para 
hacerlo.

[…] la Corte parece haber pasado por alto el hecho de que, si la nulidad 
como sanción por conflicto de interés tiene un término de cinco años, la 
habilitación del mismo término para promover el reconocimiento de los 
presupuestos de ineficacia no genera variación en la seguridad jurídica 
de la operación empresarial, pues dentro de la legislación mercantil ya 
se encuentra habilitada una puerta que no permite la clausura definitiva 
de las decisiones sociales, por lo que el argumento de la Corte carece de 
coherencia sistemática. (Marín, 2025)

Por lo tanto, armonizar el mismo término para las diferentes sanciones des-
conoce su naturaleza, así como el mecanismo legal de reconocimiento de los 
presupuestos de ineficacia.

Tabla 2. Sentencias de la Superintendencia acerca de la materia

Sentencia Entidad Jurisdicción Análisis realizado

2024-01-
083441

Superintendencia 
de sociedades Ordinaria

Distingue la acción de impugnación 
de decisiones sociales (Código del 
Comercio, art 191) y la acción de 
reconocimiento de los presupuestos 
de ineficacia consagrada en el art. 133 
de la Ley 446 de 1998. Recalca que 
las decisiones ineficaces no requieren 
ser impugnadas, porque por ley no 
están llamadas a producir efectos y no 
requiere declaración judicial que así lo 
establezca

Continúa
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Sentencia Entidad Jurisdicción Análisis realizado

2021-01-
449536

Superintendencia 
de sociedades Ordinaria

Establece que los artículos 190 y 191 
del Código de Comercio en relación 
con la acción de impugnación: 
“procede cuando se adopten 
[decisiones sociales] sin el número 
de votos previstos en los estatutos o 
en las leyes, o excediendo los límites 
del contrato social o cuando no se 
ajusten a las prescripciones legales o 
a los estatutos” (Superintendencia de 
Sociedades, 2021)

110013199 
0022024 Tribunal Superior de Bogotá

El tribunal consideró que, aunque 
la Superintendencia de sociedades 
obró adecuadamente al desistir de 
la pretensiones en la sentencia de 
primera instancia no fue por los 
fundamentos correctos; por ello, el 
tribunal decisión revocó la sentencia 
de primera instancia y declaró de 
oficio la caducidad de la acción, 
debido a la caducidad sobreviniente 
contemplada en los artículos 191 del 
código de comercio y 382 del código 
general del proceso, en consecuencia, 
el tribunal no consideró menester 
resolver los demás reparos planteados 
por el apelante.

Esta sentencia si bien se suma a la 
tesis restrictiva de la acción única, 
primando la caducidad sobre el fondo 
del proceso, destaca por la figura de 
caducidad de oficio que operó como 
explica el tribunal, por ser “de orden 
público lo que explica su carácter 
irrenunciable, y la posibilidad de ser 
declarada de oficio por parte del juez, 
cuando se verifique su ocurrencia” 
(C-832 de 8 de agosto de 2001). 

Fuente: elaboración propia a partir de las sentencias proferida por la Superintendencia 
de Sociedades (2021; 2024). 
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Entre la Superintendencia de 
Sociedades y la Corte Suprema 
de Justicia
La Superintendencia de Sociedades está revestida, como autoridad administra-
tiva, para ejercer funciones jurisdiccionales acerca de procesos de litigios socie-
tarios y procesos de insolvencia, conforme a lo establecido en el artículo 116 
de la Constitución Política, lo cual, inevitablemente, lleva a que, como entidad 
especializada pero jerárquicamente inferior a la Corte Suprema de Justicia, se 
generen tensiones como lo es en el caso de estudio.

La Superintendencia de Sociedades, como entidad jurisdiccional en primera 
instancia, distingue la acción de impugnación de decisiones sociales (Código de 
Comercio, art. 191) y la acción de reconocimiento de los presupuestos de inefi-
cacia (Ley 446, 1998, art. 133).

No obstante, esta postura ha generado una disparidad con la Corte Suprema 
de Justicia, la cual, mediante las sentencias stc14279-2025 y stp636-2026, 
ha determinado que cualquier pretensión dirigida contra la voluntad social, 
incluyendo las de nulidad, inoponibilidad o reconocimiento de ineficacia, debe 
interponerse a través de la única acción de impugnación de actos de asamblea. 
Esta unificación implica que el término de caducidad para todas estas accio-
nes es de solo dos meses, contados a partir de la reunión en que se adoptan 
las decisiones o desde su inscripción en el registro mercantil. Dicha tesis de la 
“acción única” por parte de la Corte, aunque busca ofrecer seguridad jurídica 
y celeridad al tráfico mercantil, desnaturaliza la ineficacia de pleno derecho al 
transformarla de una sanción de operación automática (ipso iure) a una carga 
procesal dependiente de la diligencia del afectado y de la necesidad de una 
sentencia judicial.
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Conclusiones
La unificación de acciones bajo la tesis de la acción única expuesta por la Corte 
Suprema de Justicia para atacar decisiones sociales argumentada bajo el prin-
cipio de seguridad jurídica desconoce la naturaleza propia de la ineficacia de 
pleno derecho al exigir que es menester que sea alegada mediante la acción de 
impugnación, alterando la esencia misma contemplada en el artículo 897 del 
Código de Comercio.

En segundo lugar, manifestando la búsqueda de seguridad jurídica para la 
estabilidad empresarial y el veloz tráfico mercantil, se transforma considerable-
mente el término de caducidad a tan solo 2 meses, lo que genera vulnerabili-
dad y desprotección para aquellos accionistas que, ante falta de convocatoria 
o de no vigilar continuamente las decisiones tomadas por los órganos sociales, 
pueden quedar expuestos ante una ya caducada acción de impugnación.

En tercer lugar, una única acción de impugnación limita la legitimación activa 
que en el escenario de reconocimiento de presupuestos de ineficacia era 
más amplia bajo la figura de quien reporte lo haga con el interés legítimo en 
mención. Por lo tanto, es necesario que se promuevan espacios de articulación 
entre diferentes entidades para que se establezca de manera definitiva una 
postura con respecto a las sanciones jurídicas y que no solo privilegie la celeri-
dad, sino que también se respete la rigurosidad técnica del derecho comercial, 
garantizando las oportunidades de los asociados frente a la arbitrariedad en las 
decisiones sociales.

Frente al interrogante ¿seguridad o desprotección?, es claro que la unificación 
del término de caducidad en dos meses prioriza una seguridad jurídica formal 
y orientada a la estabilidad de los negocios, pero a costa de la desprotección 
de los interesados que, por falta de convocatoria u otros matices, no pueden 
ejercer su defensa oportunamente. Dicho principio de “seguridad” no debe 
limitarse exclusivamente a la firmeza de los actos empresariales, sino que más 
bien debe establecer un equilibrio que salvaguarde la igualdad material de los 
accionistas y el derecho de los afectados a interponer las acciones legales perti-
nentes dentro de los términos razonables que reconozcan la realidad del tráfico 
mercantil. Esto se puede lograr si se consagra que el término para interponer 
dicha acción sea desde el momento en el que el interesado se haya enterado 
de dicha decisión social sin sobrepasar el límite de 5 años.
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